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Delivery Status Notification (Failure)

		From

		Mail Delivery System

		To

		jadmin05tnj@notificaciones.ramajudicial.gov.co

		Recipients

		jadmin05tnj@notificaciones.ramajudicial.gov.co



The following message to <administrativa@tunja_boyaca.gov.co> was undeliverable.

The reason for the problem:

5.1.2 - Bad destination host 'DNS Hard Error looking up tunja_boyaca.gov.co (MX):  NXDomain'



details.txt

Reporting-MTA: dns; ippon.etb.net.co



Final-Recipient: rfc822;administrativa@tunja_boyaca.gov.co

Action: failed

Status: 5.0.0 (permanent failure)

Diagnostic-Code: smtp; 5.1.2 - Bad destination host 'DNS Hard Error looking up tunja_boyaca.gov.co (MX):  NXDomain' (delivery attempts: 0)
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NOTIFICACION DEMANDA 2012-0134

		From

		JUZGADO 05 ADMINISTRATIVO DE TUNJA

		To

		'PROCURADURIA 67 JUDICIAL (procjudadm67@procuraduria.gov.co)'; procesos@defensajuridica.gov.co; 'administrativa@tunja_boyaca.gov.co'; 'juridica@tunja-boyaca.gov.co'

		Recipients

		procjudadm67@procuraduria.gov.co; procesos@defensajuridica.gov.co; administrativa@tunja_boyaca.gov.co; juridica@tunja-boyaca.gov.co



De conformidad con el articulo 197 a 199 del CPACA el Juzgado Quinto Administrativo Oral de Tunja  le NOTIFICA la demanda y el auto admisorio de fecha 17 de enero de 2013 proferido en el medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  radicada con el número 2012-0134 instaurada por  LUZ MARINA SIERRA GONZALEZ contra EL MUNICIPIO DE TUNJA



 



De igual manera, de conformidad con el articulo 199 del CPACA<Modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso> ….las copias de la demanda y de sus anexos quedarán en la secretaría a su disposición”.



 



 



Atentamente,



Laddy Carolina Téllez González



Secretaria Juzgado Quinto Administrativo Oral de Tunja



 



 



 



 



 



_______________________________________________________________________________________________________________________________



AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico jadmin05tnj@notificaciones.ramajudicial.gov.co  es de uso único y exclusivo de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba no será leído y automáticamente se eliminara de nuestros servidores, apreciado usuario si tiene alguna solicitud por favor comuníquese a la siguiente línea telefónica: 7430615 o envíenos un correo electrónico a la siguiente dirección: j05admintun@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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República De Colombia  
Rama Judicial Del Poder Público  



Juzgado Quinto Administrativo de Oralidad  Del Circuito 
Judicial de Tunja 



 
 



Tunja, diecisiete (17) de enero de dos mil trece (2013).  



 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO  
DEMANDANTE: LUZ MARINA SIERRA GONZALEZ  
DEMANDADO: MUNICIPIO DE TUNJA  
RADICADO: 150013333 005 2012 00134-00 



 
 
Por reunir los requisitos legales, ADMITESE la demanda  de NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, instaurada mediante apoderado constituido al 
efecto por la señora LUZ MARINA SIERRA GONZALEZ en contra del MUNICIPIO DE 
TUNJA.  
 
En consecuencia se dispone: 
 
Tramítese por el procedimiento previsto para el proceso ordinario de primera 
instancia, conforme a lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 155 del C.P.A.C.A. 
 
Notifíquese personalmente el contenido de esta providencia al MUNICIPIO DE TUNJA, 
conforme lo prevén los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
612 del C.G.P.  



 



Notifíquese personalmente el contenido de esta providencia a LA AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO,  conforme lo prevén los artículos 
197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P.  



 



Notifíquese por estado electrónico a la demandante conforme lo prevén los artículos 
171 y 201 del C.P.A.C.A.  



 



Notifíquese personalmente al señor Agente del Ministerio Público delegado ante esta 
Corporación, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales a que se refiere los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el 
artículo 612 del C.G.P.  



 
Fijase la suma de  TRECE MIL PESOS M/CTE ($13.000) para los gastos ordinarios del 
proceso, así mismo deberá consignarse la suma de DIECISIETE MIL TRESCIENTOS 
PESOS M/CTE ($17.300) para los gastos de envío de que trata el inciso 4º del artículo 
199 del C.P.A.C.A. modificado por el artículo 612 del C.G.P.  Que deberá ser 
consignada por el demandante en la cuenta No. 4-1503-0-21056-0  del BANCO 
AGRARIO, PARA GASTOS PROCESALES DEL JUZGADO QUINTO 
ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA y 
acreditando su pago en la Secretaría del Juzgado dentro de los cinco (05) días 
siguientes a la notificación por estado de esta providencia, so pena de dar aplicación al 
artículo 178 del C.P.A.C.A. 
  
 











Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento 
Demandante: Luz Marina Sierra González 



Demandado: Municipio de Tunja  
Radicado: 150013333 005 2012 00134-00 
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Notificado el demandado, córrase traslado por el término legal de treinta (30) días, para 
que la entidad demandada pueda contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar 
la practica de pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de 
reconvención (Art. 172 del C.P.A.C.A). 



 



Adviértasele a la demandada que con la contestación de la demanda se deberán 
allegar todas las pruebas que obran en su poder y que pretenda hacer valer en el 
proceso, los dictámenes periciales que considere necesarios para oponerse a las 
pretensiones, el expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 
actuación objeto del proceso. La inobservancia de estos deberes constituye falta 
gravísima del funcionario encargado del asunto, en los términos previstos en el artículo 
175 del C.P.A.C.A. 
 
Reconócese personería a la Abogada SANDRA PATRICIA GONZALEZ GUERRRO, 
portadora de la T.P. No.116.440 del C.S.J., para actuar como apoderada judicial de la 
parte demandante, en los términos y para los efectos del respectivo poder conferido (fl. 
13).  
  
Por la Secretaria realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 
 
La presente providencia será notificada en estado de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 201 del C.P.A.C.A.; estado que podrá ser consultado en el portal de la Rama 
Judicial www.ramajudicial.gov.co enlace “Juzgados Administrativos”1 – “Boyacá” – 
“Juzgado 05 Administrativo de Tunja” – “Estados electrónicos”. 
 
Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 
 
Oportunamente vuelva el expediente al despacho para proveer lo pertinente.  
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 



Firmado en el original 
MARILUZ BARAJAS CÁCERES 



JUEZ 
 
 



 



 



 



 



 



 



  
C.A.P.L. 



                                                 
1
 Enlace que se encuentra en la parte inferior izquierda del portal web de la Rama Judicial. 



 



JJuuzzggaaddoo  QQuuiinnttoo  AAddmmiinniissttrraattiivvoo  ddee  
OOrraalliiddaadd  ddee  TTuunnjjaa  



NNOOTTIIFFIICCAACCIIÓÓNN  PPOORR  EESSTTAADDOO  



El auto anterior se notificó por Estado Nro. 1  de 18  de enero de 



2013 siendo las 8:00 A.M. 



 



LADDY CAROLINA TÉLLEZ GONZÁLEZ 
SECRETARIA JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO 



 





http://www.ramajudicial.gov.co/
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Carrera 9 No. 20-99 Oficina 303 Centro Profesional y Comercial la Casona del Hidalgo de la ciudad de Tunja. Celular 
3112807426.  
 



Señor: 



JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE TUNJA - REPARTO 
E.               S.                          D. 



 
REF.: ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO  DEL DERECHO  
DE: LUZ MARINA SIERRA GONZÁLEZ 
CONTRA: MUNICIPIO DE TUNJA. 
 



SANDRA PATRICIA GONZALEZ GUERRERO, Abogada en ejercicio, con Tarjeta Profesional No. 116.440 del 
Consejo Superior de la Judicatura, identificada con la cédula de ciudadanía No. 40048649 de Tunja, obrando 



en calidad de Apoderada Judicial del señor LUZ MARINA SIERRA GONZÁLEZ, según poder que adjunto, 
mayor de edad, vecino y residente en la Ciudad de Tunja, atentamente manifiesto a los Honorables Jueces que 



presento ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO (arts. 138 y 164 de la ley 1437 



de 2011), en contra EL MUNICIPIO DE TUNJA, representado legal y constitucionalmente por el señor 
Alcalde y /o quien haga sus veces, Dr, FERNANDO FLORES ESPINOZA, para que por el trámite  establecido 



en el artículo 168 y s.s. de la ley 1437 de 2011, con citación del Señor Procurador Judicial de la Corporación, se 
hagan las siguientes  o similares declaraciones y condenas: 



 
1. DECLARACIONES Y CONDENAS: 



 



1.- Decretar la Nulidad y el consecuente Restablecimiento del Derecho del acto administrativo 



expedido por la Dra. LUCERO GARCÍA OVALLE, SECRETARIA ADMINISTRATIVA, DEL MUNICIPIO 
DE TUNJA, de fecha 22 de Mayo de 2012, por ser violatorio de la constitución y la ley. 



 



2. Ordenar que como restablecimiento del Derecho, como consecuencia de la anterior declaratoria, lo 



siguiente: 



 



2.1 Reconocimiento, liquidación y pago de BONIFICACIÓN DE TIEMPO DE SERVCIO a favor de mi 
poderdante por haber laborado  15 años continuos al servicio de la administración central del 



Municipio de Tunja. 



 
2.2 Reliquidación de todos los factores salariales que devengó mi mandante  en su calidad de 



AUXILIAR ADMINISTRATIVO CODIGO 407-12 de la Planta Global del Municipio de Tunja para 
el año 2011, tales como vacaciones, bonificaciones, prima de servicios, prima de antigüedad, 



prima de navidad, prima de alimentación, dotaciones, y demás Primas legales y extralegales, 



cesantías, intereses a las cesantías, seguridad social, aportes a pensión y demás prestaciones 
sociales, teniendo en cuenta la Bonificación de Tiempo de servicio.  



 
2.3 Los anteriores conceptos debidamente INDEXADOS  a partir del 17 de agosto del año 2011 y  



hasta la fecha en que se realice la correspondiente liquidación y pago. 



 
2.4 Ordenen ajustar los aportes pensionales patronales a la entidad que corresponda teniendo en 



cuenta la Bonificación de Tiempo de servicio para el año 2011. 
 



2.5 La indemnización por el no pago oportuno de las pretensiones sociales equivalentes a un día 
de salario por cada día de retardo en el pago de las prestaciones a que mi mandante tiene 



derecho. 



 
2.6 Indemnizarle a mi poderdante, los perjuicios causados con las DECISIONES 



ADMINISTRATIVAS  de las cuales se solicita su Nulidad. Las anteriores sumas deberán 
liquidarse tomando como base el salario definido anualmente por el Gobierno Nacional y 



reajustarse conforme al art. 178 del C.C.A. de acuerdo con la formula utilizada por el Consejo 



de Estado.   
 



Va = Vh. X  Ind.F. 



                Ind.I                                                                



2.7 Los intereses moratorios desde que se hicieron exigibles las prestaciones debidas, liquidados conforme a la 



tasa establecida por la Superintendencia bancaria cuya resolución adjunto. 
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3. El  pago de las costas procesales que implique la presente reclamación hasta  el momento en que  se haga 



efectivo el pago. 



3 FUNDAMENTOS FÁCTICOS  DE LA ACCIÓN 
 



1. Mediante el Acuerdo No. 003 de fecha 01 de marzo de 1991, El Concejo Municipal de Tunja, creó una 
bonificación para los empleados públicos al servicio de la administración central, Contraloría, Personería y 



Concejo Municipal, consistente en un mes de salario para el empleado que cumpla cinco (5) años, dos 



meses de salario cuando cumpla 10 años , tres meses de salario cuando cumpla 15 años, y cuatro meses 
de salario cuando cumpla 20 años, de servicio continuos o discontinuos al servicio de tales dependencias. 



 
2. El referido acuerdo a la fecha se encuentra vigente, porque no ha sido anulado ni suspendido. 



 



3. Mi poderdante LUZ MARINA SIERRA GONZÁLEZ ES empleado Público al servicio de la administración 
Central del Municipio de Tunja y el 16 de agosto de 2011 cumplió 15 años de servicio a esta dependencia.  



 
4. Mediante Resolución N0. 1620 de fecha 22 de agosto de 2006 se ordenó el pago a favor de mi mandante 



de BONIFICACIÓN DE TIEMPO DE SERVCIO correspondiente a dos quinquenios, por la suma de 
$1.931.296. 



 



5. Mediante Resolución N0. 2069 de fecha 04 de Octubre de 2002 se ordenó el pago a favor de mi mandante 
de BONIFICACIÓN DE TIEMPO DE SERVCIO correspondiente a Un quinquenio, por la suma de $624.703. 



 
6. Pese a que el referido Acuerdo Municipal se encuentra vigente y que mediante las dos Resoluciones 



anteriores, el Municipio de Tunja ordenó el pago A FAVOR DE MI MANDANTE de uno y dos quinquenios, a 



la fecha no ha ordenado el pago de la Bonificación de Servicio correspondiente a los 15 años de servicio a 
favor de poderdante. 



 
7. Mi mandante tiene el derecho a percibir el pago de BONIFICACIÓN DE TIEMPO DE SERVICIO POR HABER 



LABORADO como empleada pública de la administración central del Municipio de Tunja durante 15 años de 
manera continua e ininterrumpida. 



 



8. Mediante derecho de petición presentado ante el señor Alcalde Municipal de Tunja el día 02 de mayo de 
2012, se solicitó entre otras pretensiones, el Reconocimiento y pago de Bonificación de Servicio por los 15 



años de servicio prestado por mi mandante a favor del MUNICIPIO DE Tunja. 
 



9. Con la anterior solicitud se agotó la Vía Gubernativa. 



 
10. Mediante oficio de fecha 22 de mayo de 2012, la secretaria Administrativa del Municipio de Tunja, por acto 



de delegación da respuesta al anterior derecho de petición en los siguientes términos: “Con base en lo 
dicho, se descarta que el Concejo Municipal de Tunja ostente competencia alguna para crear prestaciones 



como la bonificación del quinquenio y como consecuencia de esto, el acuerdo No. 003 de 1991 es a todas 



luces inconstitucional, por lo tanto la administración  Municipal no está autorizada para proceder a su 
aplicación”…. 



 



11. Con la anterior respuesta quedó debidamente agotada la Vía Gubernativa, tal como consta en el 



acto administrativo cuyos apartes fueron transcritos anteriormente. 



 



12. El salario devengado por mi poderdante para el año 2011 como AUXILIAR ADMINISTRATIVO 



CODIGO 407-12 de la Planta Global de la Alcaldía de Tunja correspondió a la suma de $1.342.249. 



 



13.  De la misma manera, se agotó el requisito de procedibilidad ante la Procuraduría  122 judicial En 



Asuntos Administrativos de Tunja. 



 



 La señora LUZ MARINA SIERRA GONZÁLEZ me ha conferido poder especial, amplio y suficiente para 



incoar ante su Despacho la presente acción judicial. 
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3. FUNDAMENTOS EN DERECHO: PRINCIPALES NORMAS  JURÍDICAS APLICABLES AL 



PROCESO (NORMAS VIOLADAS): 



            No sobra recordar, que en virtud del principio in dubio pro operario entre dos o más fuentes 



formales del derecho aplicables a una determinada situación laboral, deberá elegirse aquella que 



favorezca al trabajador, y entre dos o más interpretaciones posibles de una misma disposición se 



deberá preferir la que más lo beneficie, Entonces, como ha sostenido la Corte Constitucional "[e]l 



sentido protector del derecho del trabajo se refleja, entonces, en la solución de conflictos normativos, 



en la interpretación de preceptos dudosos, y en la solución de situaciones no reguladas en beneficio de 



la parte débil de la relación; porque las normas laborales tienen como fin último el equilibrio de las 



relaciones del trabajo, objetivo que comporta inclinar la relación en beneficio del estado de 



inferioridad económica del trabajador, por ser éste el que genera la injusticia que se pretende 



corregir". 



 



Las decisiones administrativas hoy cuestionadas y relacionadas en las pretensiones de esta demanda; de este 
escrito, son violatorias de las siguientes normas: 



 
3.1  Constitución Política: preámbulo, artículos 2, 13, 25, 29, 39, 53, 121 al 125, 209 y concordantes. 



 
3.2  Legales: Artículos 1, 9, 13, 21 y 130 del Código Sustantivo  del Trabajo, ley 82 de 1988, aprobatoria del 



convenio 159 de la OIT; y concordantes. 



  
3.3  Código civil: artículos 1494,  1602,  1613,  1614,  1615  y concordantes. 



 
3.4  Código Contencioso Administrativo: artículos 36, 62, 83, 84, 85, 134B, 135, 136, 149, 168, 176, 177, 



178, 179, 206, 267 y concordantes. 



 
4. DESARROLLO JURÍDICO DE LAS NORMAS APLICABLES AL  PROCESO Y CONCEPTO DE 



VIOLACIÓN 
 



Los actos acusados quebrantan directamente varias disposiciones Constitucionales y Legales a los cuales 
debían sujetarse, por esta razón incurren en la nulidad solicitada. 



 



Prescribe el art. 25 de la Constitución Nacional, que el trabajo es una actividad que goza en todas sus 
modalidades de la especial protección del Estado.  Una de esas garantías es el estatuto del trabajo, que 



contiene unos principios mínimos fundamentales (art. 53), cuya protección es de tal naturaleza, que es inmune 
incluso ante el estado de excepción. 



 



El mandato Constitucional de proteger al trabajo como derecho-deber.  Afecta a todas las ramas y 
poderes públicos para garantizar la efectividad de los principios derechos y deberes que genera 



esa labor humana (art. 2º). Entre los principios mínimos fundamentales del estatuto del trabajo 
se encuentra “la igualdad de oportunidades para los trabajadores: remuneración mínima vital y 



móvil.  Proporcional a la cantidad y calidad de trabajo... ... irrenunciabilidad a los beneficios 
mínimos establecidos en las normas laborales... ...  situación más favorable al trabajador... 



...primacía de la realidad sobre las formalidades establecida por los sujetos de las relaciones 



laborales” 
 



El principio de igualdad de oportunidades para los trabajadores es una especie del principio de igualdad 
genérico consagrado en el Artículo 136 de la Constitución.  La igualdad de oportunidades permite además el 



desarrollo de dignidad que genera la persona humana a partir de sus derechos inalienables e inherentes. 



 
La proporcionalidad de la remuneración por la cantidad y calidad del trabajo, es incluso de consagración 



internacional, el se puede destacar en el convenio numero 100 de la OIT-aprobado mediante ley 54 de 1962, y 
por el Pacto Internacional de Derecho Económicos, Sociales y Culturales, del 16 de Diciembre de 1966, que 



entro en vigor el 3  de Enero de 1976, fue aprobado por Colombia mediante ley 74 de 1968 y ratificado el 29 



de octubre de 1969 que reconoce el derecho de toda persona al goce de condiciones equitativas y 
satisfactorias que le aseguren en especial un salario e igual valor, sin distinciones de ninguna especie. 



 
El preámbulo de la Constitución Política de Colombia, al consagrar los principios y valores que deben inspirar al 



Estado  y por consiguiente a sus funcionarios, establece  que deben asegurarse a los habitantes, entre otros, 
los siguientes derechos:  el trabajo: el cual no debe entenderse únicamente como el proceso de consumo de la 



fuerza laboral, material o intelectual, sino en su concepción más amplia, por lo cual abarca tanto el salario 
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justo, la jornada laboral, las prestaciones sociales y sobre todo, el derecho a permanecer en el empleo si no 



media justa causa para extinguirlo, entre otros factores;   la justicia:  entendida  como “darle a cada cual lo 
suyo”, lo que en derecho laboral se traduce en el reconocimiento justo de los derechos de los trabajadores y, 



la igualdad, entre otros, todo dentro de un marco jurídico que garantice la presencia de un orden económico y 
social justo. 



 



Acaso no se supone que los servidores públicos, son los primeramente llamados a respetar la Constitución y las 
leyes  y, por ello, están obligados a prestar a los trabajadores una debida y oportuna protección para la 



garantía y eficacia de sus derechos, todo dentro  del marco de legalidad preestablecido. Al respecto la 
Honorable Corte Constitucional en sentencia T – 457 de fecha julio 14 de 1992, Magistrado  Ponente el Doctor 



CIRO ANGARITA, manifestó: 



 
“…. Cuando la Constitución de 1991 decidió garantizar un orden político, económico y social justo e hizo del 



trabajo requisito indispensable del Estado, quiso significar con ello que la materia laboral en sus diversas 



manifestaciones, no puede estar ausente en la construcción de la nueva legalidad… el trabajo es un Derecho 



Fundamental que goza de especial protección del Estado y, además es uno de los bienes que para todos 



pretende conseguir la organización social, según el preámbulo y uno de los valores fundamentales de la 



república, conforme al artículo 1”. 



 



“… En este momento de la cultura mundial y del sentido nacional, parece innecesario destacar la importancia 



del trabajo y bastará decir que hace mucho dejó de ser una mercancía sujeta a los mecanismos  del quehacer 



económico para convertirse en el atributo de la personalidad jurídica, un valor de la existencia individual y 



comunitaria  y medio de perfeccionamiento del ser humano y de la sociedad toda, que no podrá existir sin él…. 



Lo anterior es suficiente para que esta Sala no comparta el argumento del Consejo de Estado que desconoce la 



procedencia de la Acción de Tutela cuando a través de cualquier acción u omisión de autoridad pública se 



vulnere o desconozca el derecho fundamental del trabajo, haciendo pender su protección de una ley del 



Congreso que determina si este derecho es susceptible de ser tutelado o no…”  



Por su parte, los artículos 53 y 58 superiores, también son de suprema importancia, en cuanto que el primero 



prescribe los PRINCIPIOS MÍNIMOS FUNDAMENTALES DEL ESTATUTO DEL TRABAJO y el segundo, LA 



PROTECCIÓN A LA PROPIEDAD PRIVADA Y DEMÁS DERECHOS ADQUIRIDOS CONFORME A LAS LEYES. 



 



CONCEPTO DE VIOLACION 
 



 
1.- ARTÍCULO 13 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA.- 



 



A los Empleados Públicos del MUNICIPIO DE TUNJA, los cobija el Acuerdo No. 003 del 01 de marzo de 1991, 
que creó una bonificación para los empleados que cumplan cinco, diez, quince y veinte años de servicio a favor 



de la administración central del referido Municipio. 
 



En el sub judice, mi poderdante lleva trabajando como empleada pública del Municipio de Tunja durante más 



de quince años y al momento de cumplir los primeros cinco años al servicio del Municipio recibió como pago 
del Municipio la bonificación creada por el acuerdo No. 003 de 1991, de igual manera, cuando cumplió diez 



años de servicio a favor del Municipio, recibió como pago dicha bonificación. 
 



Así las cosas, durante estos más de quince años de trabajo a favor del Municipio de Tunja, mi poderdante 
desarrollo una CONFIANZA LEGITIMA en el pago de la Bonificación que debía recibir por parte de su 



empleador cada cinco años. 



 
Así las cosas: 



 
“La remuneración laboral no puede ser simplemente simbólica, sino adecuada al esfuerzo que implica la tarea 



cumplida por el trabajador, a su preparación, experiencia y conocimientos, y al tiempo durante el cual vincule 



su potencia de trabajo a los fines que interesan al patrono. “Esto implica que el patrono no puede fijar de 
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manera arbitraria los salarios de sus empleados, preferir o discriminar a alguno de ellos, hallándose 



todos en igualdad de condiciones. 
 



“De suceder esta circunstancia, quien tiene la carga de probar la inexistencia de la desigualdad o la 
razonabilidad y objetividad del trato diferente, es el empleador a quien se le imputa la violación del principio de 



igualdad. El afectado con el real o presunto trato desigual solo debe aportar el término de comparación del que 
se proclama la presunta discriminación. Como los actos discriminatorios suelen ser de difícil prueba, por eso es 



apropiado que la carga de probar la inexistencia de la discriminación, luego de probado el término de 



comparación por quien alega la afectación, recaiga en cabeza de quien supuestamente la ejerce, no así en 
quien alega la violación de su derecho a la igualdad. 



 
“Es al empleador a quien le corresponde probar que el trato diferente que imparte a algún trabajador obedece 



a aplicación de criterios razonables y objetivos. Si logra demostrar dichos criterios, estaremos hablando de un 



trato distinto y no discriminatorio” (Jorge Tirado Hernández, Curso de Pruebas Judiciales, Tomo I, Parte 
General, Editorial Doctrina y Ley, Bogotá, 2006, página 531). 



 
“De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 13 de la Constitución Política, todas las personas nacen iguales 



ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, 



lengua, religión, opinión política o filosófica. 



 
“Agrega la misma norma que el Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 



adoptará medidas a favor de grupos discriminados, protegerá especialmente a aquellas personas que por su 
condición económica, física o mental se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionará los 



abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 



 
“El precepto de igualdad es reiterado en algunas normas superiores en relación con materias específicas, tales 



como las confesiones religiosas e iglesias (Art. 19), los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados 
o procreados naturalmente o con asistencia científica (Art. 42), la relación de género, masculino y femenino 



(Art. 43) y las oportunidades para los trabajadores (Art. 53). “En el plano internacional dicho principio es 
consagrado en tratados ratificados por Colombia, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 



suscrito en 1966 (Arts. 2 y 3), aprobado mediante la Ley 74 de 1968, y la Convención Americana sobre 



Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) suscrita en 1969 (Art. 24), aprobada mediante la Ley 16 
de 1972. 



 
“De tal mandato se deduce que la regla general es la igualdad entre las personas y que sólo por excepción 



puede dárseles un trato desigual, por lo cual cuando la ley o la autoridad política les dispensan un trato igual 



no tienen carga alguna de argumentación y, por el contrario, cuando les otorgan un trato desigual deben 
justificar su decisión en forma objetiva y razonable; de no existir tal justificación, el trato desigual será 



constitucionalmente ilegítimo o inválido y configurará una discriminación negativa. 
 



“La Corte Constitucional ha señalado en múltiples ocasiones que la justificación de un trato desigual por parte 



del legislador requiere la concurrencia de los siguientes elementos: i) La existencia de disposiciones o 
efectos jurídicos desiguales; ii) La existencia de un fin u objetivo del trato desigual, que debe ser válido a 



la luz de los valores, principios y derechos constitucionales; iii) Que el medio previsto en la norma legal: -no 
esté jurídicamente prohibido y sea en cambio permitido por el ordenamiento superior. –sea también válido a la 



luz de los valores, principios y derechos constitucionales. –sea adecuado o idóneo para la consecución del fin u 
objetivo. –sea necesario, es decir, que no existan otros medios que no sacrifiquen los valores, principios o 



derechos constitucionales o que los sacrifiquen en menor medida. –sea proporcional en sentido estricto, o sea, 



que sus beneficios sean superiores a la afectación de los valores, principios o derechos constitucionales” (C-
1083 de 24 de octubre de 2.005, proferida dentro del expediente D–5686, por el Magistrado Ponente Jaime 



Araujo Rentería). 
 



En el caso en comento, no existieron ni se expresaron fundamentos razonables u objetivos para la 



discriminación establecida por el Gobierno Municipal frente al cargo de que desempeña mi mandante, sin que 
tampoco concurran, como lo exige la Corte Constitucional, los diferentes presupuestos, por ella indicados, para 



que se justifique la desigualdad, porque no se concibe la existencia de disposiciones o efectos 
jurídicos desiguales, pues la nueva normativa, dada a la luz mediante los citados decretos hoy acusados, no 



puede servir de base a la justicia constitucional para efectuar el proceso comparativo exigido por la 
jurisprudencia. 



 



En la sentencia T-707 de 1998, al referirse a la violación de los derechos de la igualdad y el trabajo, la Corte 
Constitucional expresó: 
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"Debe observarse que la indicada norma constitucional (art. 53), además de estar encaminada a la protección 



especial del trabajo en condiciones dignas y justas, es un desarrollo específico del principio general de la 
igualdad (artículo 13 C.P.), inherente al reconocimiento de la dignidad humana, que impone dar el mismo trato 



a las personas que se encuentran en idéntica situación aunque admite la diversidad de reglas cuando se trata 
de hipótesis distintas. 



 
"Eso implica que el patrono no puede fijar de manera arbitraria los salarios de sus empleados, 



preferir o discriminar a algunos de ellos, hallándose todos en igualdad de condiciones”. 



 
Por eso también ha dicho que, “… “En la realización del juicio de igualdad es necesario establecer, cuáles son 



las situaciones o supuestos que deben ser objeto de comparación, desde el punto de vista objetivo o material y 
funcional, atendiendo todos los aspectos que sean relevantes en las respectivas relaciones o circunstancias, 



con el fin de determinar qué es lo igual que merece un trato igual y qué es lo divergente que exige, por 



consiguiente, un trato diferenciado. Realizado esto, es preciso determinar si el tratamiento que se dispensa en 
una situación concreta obedece o no a criterios que sean objetivos, razonables, proporcionados y que estén 



acordes con una finalidad constitucional legítima. 
 



“En la sentencia C-445/951, en la cual se invocan los proveídos contenidos en las sentencias C-530/93, T-
230/94, C-318/95 se dijo: 



 



"... la Corte ha señalado los elementos que permiten determinar si existe ese fundamento objetivo y razonable, 
tales como, la existencia de supuestos de hecho diversos ; que la finalidad de la norma sea legítima desde la 



perspectiva de los valores y principios constitucionales ; que la diferencia de situación, la finalidad que se 
persigue y el trato desigual que se otorga sean coherentes entre sí o, lo que es lo mismo, guarden una 



racionalidad y eficacia interna ; y, finalmente, que el trato diferente sea proporcionado con las circunstancias 



de hecho y la finalidad que la justifican". 
 



"... a nivel fáctico, todas las personas y todas las situaciones son siempre iguales en determinados aspectos y 
diferentes con respecto a otros criterios. Por ello el juicio de igualdad es siempre relacional y supone 



componentes normativos, pues implica la relevancia de un criterio de comparación o patrón valorativo". 
(...) 



"En tales circunstancias, uno de los grandes problemas de juicio de igualdad es la determinación del patrón o 



criterio que permita juzgar si dos personas o situaciones son diversas o idénticas desde un punto de vista que 
sea jurídicamente relevante. Y en general se entiende que el criterio relevante o tertium comparationis tiene 



que ver con la finalidad misma de la norma que establece la diferencia de trato, esto es, a partir del objetivo 
perseguido por la disposición se puede determinar un criterio para saber si las situaciones son o no iguales". 



“3.3. El principio de igualdad en materia laboral esta alimentado no sólo por la preceptiva general del derecho 



a la igualdad a que alude el artículo 13 de la Constitución, sino por otros principios y valores constitucionales 
que relievan el trabajo humano, como la equidad o simetría, dignidad y justicia en las relaciones laborales, la 



igualdad de oportunidades para todos los trabajadores, la paridad entre el valor del trabajo y el valor de la 
remuneración que debe recibirse por éste, o principio de trabajo igual salario igual, y la primacía de la 



realidad sobre la forma o materialidad de la relación de trabajo. ( M.P. Alejandro Martínez Caballero). 



 
“Acorde con dicha concepción, la Corte no ha admitido la diferencia de trato en materia laboral, y ha 



considerado en que en tal caso hay discriminación, cuando dicha diferencia esta basada en la distinta 
naturaleza de los patronos o empleadores privados u oficiales o en la promulgación de un diferente estatuto 



jurídico, que se considera no justificado, irrazonable y desproporcionado2. (C-654/97). 
 



 



2.- ARTÍCULO 53 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA.  
 



2.1.- Dicha disposición determina que en el estatuto del trabajo se tendrán en cuenta los “principios mínimos 
fundamentales”, consistentes, en primer término, en la igualdad de oportunidades para los trabajadores; 



remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo…”irrenunciabilidad a los 



beneficios mínimos establecidos en normas laborales”; principio de favorabilidad en la aplicación e 
interpretación de fuentes formales y, por último, que “la ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo 



no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores”. 
 



Al respecto, la jurisprudencia constitucional tiene dicho que “’la condición más beneficiosa’ para el trabajador, 
se encuentra plenamente garantizada mediante la aplicación del principio de favorabilidad que se consagra en 



materia laboral, no sólo a nivel constitucional sino también legal, y a quien corresponda determinar en cada 



caso concreto cuál norma ventajosa o benéfica para el trabajador es a quien ha de aplicarla o interpretarla. En 
nuestro ordenamiento superior el principio de favorabilidad se halla regulado en los siguientes términos:  
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‘situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales 



del derecho’, precepto que debe incluirse en el estatuto del trabajo que expida el Congreso. ( Sentencias C-
051/95, C-252/95, C-308/95, C-461/95 y C-046/96 C-059/96). 



 
De conformidad con este mandato, cuando una misma situación jurídica se halla regulada en distintas fuentes 



formales del derecho (ley, costumbre, convención colectiva, etc.), o en una misma, es deber de quien ha de 
aplicar o interpretar las normas, escoger aquella que resulte más beneficiosa o favorezca al trabajador. La 



favorabilidad opera, entonces, no sólo cuando existe conflicto entre dos normas de distinta fuente formal, o 



entre dos normas de idéntica fuente, sino también cuando existe una sola norma que admite varias 
interpretaciones; la norma así escogida debe ser aplicada en su integridad, ya que no le está permitido al juez 



elegir de cada norma lo más ventajoso y crear una tercera, pues se estaría convirtiendo en legislador” 
(Sentencia C-168 de 20 de abril de 1995). 



 



Para demostrar lo afirmado, basta examinar someramente la consecuencia práctica de aplicar una 
reglamentación menos favorable al trabajador. 



 
En efecto, la tradición de los derechos humanos, desde la Declaración de Derechos del Pueblo de Virginia en 



1776 hasta hoy, es unánime en señalar como patrimonio objetivo de la humanidad la intangibilidad del núcleo 
esencial de los derechos inherentes a la persona. De modo que tan absurdo resulta imaginar que un hombre 



acepte ser reducido a la condición de esclavo, y que esta decisión sea tolerada por el Estado, como suponer 



que una persona puede comprometer su derecho fundamental a la igualdad o al de la irrenunciabilidad a los 
beneficios mínimos como trabajador. 



 
Aún en materia de conciliaciones en el ámbito laboral, las que se realicen dentro de los parámetros legales 



están llamadas a resolver las diferencias entre patronos y trabajadores en aspectos salariales y prestacionales, 



pero carecen de fuerza, frente a la Constitución, para Hacer que el trabajador mediante ellas renuncie a 
derechos suyos ciertos e indiscutibles. Así, pues, el alcance de las conciliaciones es relativo, en cuanto ponen 



fin a controversias referentes a los derechos laborales de los cuales se trata en sus textos, pero no pueden 
extenderse a derechos irrenunciables de los trabajadores, que, de renunciarse, configurarían infracción del 



derecho a la igualdad, o a cualquier otro derecho fundamental. 
 



La Constitución Política de Colombia, en su preámbulo, consagra como valor la justicia y el trabajo que deben 



ser garantizados dentro de un marco jurídico democrático y participativo, en procura de un orden justo, 
consagrando seguidamente en el artículo 25 que el trabajo en todas sus modalidades gozará de la especial 



protección del Estado.  
 



Por su parte, en el artículo 53, como principios mínimos fundamentales de derecho del trabajo, se plasmaron 



los de movilidad salarial, irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales, primacía 
de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales, y condición más 



beneficiosa. 
 



Principios estos que irradian, vigorizan, inspiran y dan pautas de solución a las situaciones fácticas que se 



suscitan en las relaciones de trabajo. Se dice que: “La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, 
no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores”. 
 
En sentencia de tutela proferida por la Corte Constitucional, se dijo que “por razón de un vicio manifiesto, que 



de ninguna manera es subsanable, pues carece de licitud todo pacto contra la ley, los contratantes no pueden 
comprometerse a la forzada renuncia del derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, 



Siendo ilícito su objeto, no son válidas las cláusulas contractuales que contrarían normas imperativas de la ley 



y, por supuesto, de la Constitución” (T-544/95). 
 



Adicionalmente también ha expuesto que, “Cuando surge la pregunta de por qué son irrenunciables ciertos 
beneficios mínimos establecidos por las leyes laborales, la respuesta debe apuntar a la conexidad del trabajo 



con la dignidad de la persona humana y con el libre desarrollo de la personalidad. Ya se ha mencionado cómo 



el artículo 23 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece que debe haber condiciones 
equitativas y satisfactorias de trabajo. No se trata de laborar de cualquier forma, sino de una manera 



adecuada a la dignidad del trabajador. Por ende, la cultura humana ha descubierto unas veces, y ha luchado 
por implantarlos, otras, beneficios que una vez adquiridos, se tornan en irrenunciables, porque de renunciar a 



ellos, se desconocería la dignidad humana, exigible siempre, y nunca renunciable, Porque para renunciar 
jurídicamente a la dignidad humana, tendría que renunciarse al ser personal, hipótesis impensable en un orden 



social justo. El Estado Social de Derecho, que tiene como fin servir a la comunidad, no puede tolerar que el 



derecho al trabajo -que es de interés general-, se vea menguado por renuncias que el trabajador en estado de 
necesidad pueda verse forzado a hacer. Como, por ejemplo, aceptar un despido sin justa causa, ante la 



perspectiva de recibir con prontitud el dinero proveniente de una indemnización.  
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De una u otra forma, implicaría renunciar a uno de los fines personales del hombre, que es, como se ha dicho, 
el de buscar su propia realización a través de un trabajo honrado y lícito, y cuando un fin es inalcanzable, de 



una u otra forma, todos los medios van perdiendo su razón de ser”. (C-023 de 1994). 
 



El artículo 15 del Código Civil permite la renuncia de los derechos conferidos por las leyes, “con tal que sólo 
miren al interés individual del renunciante, y que no esté prohibida la renuncia”, aparte respecto al cual la 



jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, tiene dicho que “Son los derechos originales en las leyes 



permisivas los que pueden ser materia de renuncia válida; pero no todos los derechos que confieren esta 
especie de normas legislativas, sino solamente aquellos que afectan directamente y de manera exclusiva el 



interés particular y cuya renuncia no sea objeto de una prohibición legal fundada en consideraciones de orden 
público o de interés social o por concepto de buenas costumbres (Sent. 27 junio 1940, G. J. t. XLIX, pág. 568). 



 



Con los actos administrativos acusados, El Alcalde Municipal de Tunja pretende que mediante un acto 
unilateral mi poderdante renuncie a derechos que por ley son irrenunciables, estos actos acusados 



vulneran los principios y derechos fundamentales de mi poderdante, motivo por el cual debe inaplicarse para 
su situación laboral. 



 
2 ARTÍCULO 58 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. 



 



La Carta Política garantiza los derechos adquiridos y para el efecto dispone que éstos no pueden ser 
desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores, motivo por el cual las leyes ordinarias han previsto, 



indistintamente y en perfecta armonía con la norma superior, que no es factible disminuir los salarios y las 
prestaciones sociales de los trabajadores, lo que en sentido contrario significa que la remuneración salarial 



debe ir en aumento y no en disminución, de manera que creada la Bonificación por tiempo de servicio por el 



Acuerdo No. 003 de 1991, debe continuar cancelándose a mi poderdante dicha bonificación según se hizo en 
los primeros cinco y diez años de servicio a favor del Municipio de Tunja. 



Pués en caso contrario, el Municipio de Tunja estaría desconociendo los derechos adquiridos de los 
trabajadores beneficiados con la prima de servicios. 



 
 Los derechos laborales de mi poderdante, No podían ser desconocidos por un acto administrativo, el hoy 



acusado y que es posterior, y tampoco  podían estos actos administrativos transformar su efecto de derecho 



adquirido simplemente por el hecho de que el Gobierno Municipal, unilateralmente, por desconocer su vigencia 
los hubiere proferido. 



 
Por lo que una ley posterior no puede afectar “lo que de manera legítima se ha obtenido bajo la vigencia de 



una ley anterior” (C-926/00). 



 
A su vez, que los derechos adquiridos son “aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han creado y 



definido bajo el imperio de una ley y, por lo mismo, han creado a favor de sus titulares un derecho subjetivo 
que debe ser respetado. De ahí que una ley posterior no pueda afectar lo que de manera legítima se ha 



obtenido bajo la vigencia de una ley anterior. 



 
“Los derechos adquiridos se diferencian de las meras expectativas que son aquellas esperanzas o 



probabilidades que tiene una persona de adquirir en el futuro un derecho que, por no haberse consolidado, 
puede ser regulado por el legislador según las conveniencias políticas que imperen en el momento, guiado por 



parámetros de justicia y de equidad que la Constitución le fija para el cumplimiento cabal de sus funciones” (C- 
604/00). 



 



Como LOS ACTOS ACUSADOS vulneran los derechos adquiridos por mi poderdante, esto es, su situación 
jurídica consolidada, solicito que se DECLARE SU NULIDAD y en su lugar, para restablecer sus derechos, se 



ORDENE SU PAGO TAL COMO SE SOLICITÓ EN ESTA DEMANDA. 
  



3 LOS ACTOS ACUSADOS INFRINGEN LAS NORMAS EN LAS QUE DEBERÍAN FUNDARSE (VIOLAN 



LA LEY). 
 



1. Los actos administrativos de los cuales se solicita su Nulidad, Vulneran no solamente la Constitución sino 
que además, vulneran directamente también, leyes ESPECIALMENTE EL Codigo laboral, que establece la 
irrenunciabilidad de los derechos laborales y específicamente los arts. 1º, 9º, 14 que por analogía deben 
aplicarse al sub judice. 
 



En sentencia de 12 de febrero de 1993, la Corte Suprema de Justicia se expresó: 
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“…En efecto, ni siquiera al legislador  le está permitido contrariar la naturaleza de las cosas, y por 



lo mismo no podría disponer que un pago que retribuye a la actividad del trabajador ya no es 
salario(…) 



 
“…Este entendido de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que aún cuando 



habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular las prestaciones sociales, y 
las indemnizaciones que legalmente se establecen a favor del trabajador, no existe motivo 



fundado en los preceptos constitucionales que rigen la materia o en la recta razón, que impida al 



legislador disponer que determinada prestación social o indemnización se liquide sin 
consideración al monto total del salario del trabajador, esto es que se excluyan determinados 



factores no obstante su naturaleza salarial y sin que pierdan por ello tal carácter(…)”. 
 



5. FALSA MOTIVACIÓN: 



 
5.1. Los actos administrativos acusados incurren en falsa motivación, porque tiene como sustento el hecho 



fáctico de que renuncie a recibir el pago de una bonificación por servicios que ya en dos ocasiones anteriores, 
al cumplir cinco y diez años de servicio mi mandante ya había recibido como pago por parte del Municipio de 



Tunja. 
  



De otra parte, no puede la administración, abusando de su posición dominante, dar vida a un acto 



administrativo que vulnera claramente no solo la ley sino la constitución política debido a que desconocen los 
derechos laborales de mi mandante. Sin que existan fundamentos razonables y objetivos que en este caso, por 



supuesto, brillan por su ausencia, toda vez que la única motivación que dio existencia jurídica a los decretos 
acusados es que el Acuerdo No. 003 de 1991 fue inaplicado por el Tribunal Contencioso Administrativo de 



BOYACÁ PARA UN CASO ESPECIFICO. 



  
Tiene dicho el Consejo de Estado en relación con dicho aspecto, que la falsa motivación se da cuando “la 



administración, para sustentar la expresión de su voluntad, en forma errónea o intencional le da visos de 
realidad a una explicación que no cabe dentro de la categoría de lo verídico, o bien abusa de las atribuciones 



que los ordenamientos legales o reglamentarios le han asignado o bien toma un camino equivocado en el 
ejercicio de las mismas…” (Sentencia junio 21 de 1989, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 



Segunda, C. P. Alvaro Lecompte Luna). 



 
6. EXISTE DESVIACIÓN DE LAS ATRIBUCIONES PROPIAS DEL FUNCIONARIO QUE LOS PROFIRIÓ:  



 
Dentro de la respuesta que dio el Municipio de Tunja a mi mandante, establece que no le cancela a mi 



mandante la bonificación a la que tiene derecho, porque el Tribunal Contencioso Administrativo de BOYACÁ 



PARA UN CASO ESPECIFICO, ordenó la inaplicación del acuerdo No. 003 de 1991, pero entonces los derechos 
laborales de mi mandante y la CONFIANZA LEGÍTIMA QUE ELLA TENÍA EN RECIBIR ESTE PAGO donde 



quedan?. 
  



 



6.1 DESVIACIÓN DE PODER. 
 



6.1.1. La actuación demandada, consiste inequívocamente en una conducta ilegal por parte del MUNICIPIO DE 
TUNJA, que tiene como consecuencia que para el proceso, no se pretenda ni se le reconozca a la 



administración Municipal legalidad en la expedición de los actos acusados, como tampoco buena fe, no solo 
porque no son legales, ni los motivos considerados, ni los fines perseguidos, sino porque el artículo 83 de la 



Constitución Política de Colombia, establece la presunción de Buena Fe, pero a favor de los particulares frente 



a la administración. 
 



No puede ser legal de ninguna manera un acto administrativo que apunta a desconocer los derechos laborales 
de mi poderdante en contravía de la Constitución y la ley. 



 



6.1.2 Es manifiesta la ilegalidad y la arbitrariedad del alcalde Municipal de Tunja, al ejercer la facultad 
DISCRESIONAL cuando ésta es reglada, por motivos distintos y en contravía de la Constitución y de la ley. De 



donde se deduce inequívocamente que el alcalde de Tunja, actuó con desvío de poder y extralimitación de sus 
funciones, lo cual, sin lugar a dudas desencadenara en la declaración de Nulidad de los actos acusados por 



haber incurrido la Administración Municipal en responsabilidad. 
 



Desde el punto de vista de la finalidad, por la concepción misma del Estado, prevista en el artículo 2 de la 



Constitución, se produjo un quebranto al esquema jurídico en cuanto con el acto se persiguieron propósitos 
distintos del interés propio de las entidades estatales, porque el Departamento de Boyacá, en lugar de procurar 
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la protección y respeto de los derechos laborales de sus trabajadores, expidió unos decretos ilegales porque 



van en contraposición de la Constitución y la ley. 
 



La autoridad Municipal al expedir los actos acusados incurrió en desviación de poder, en tanto que no persiguió 
razones contrarias a la observancia de los derechos laborales de sus trabajadores protegidos por la 



Constitución y la ley. 
 



LA DESVIACIÓN DE PODER. Constituye  una de las causales de nulidad previstas en el artículo 84 C.C.A al 



haber sido expedidas las decisiones administrativas hoy atacadas con desviación de las atribuciones  propias 
del funcionario y sin la observancia de todos y cada uno de los requisitos establecidos en la Constitución y la 



ley. 
  



La desviación de poder ha sido definida por el Honorable Consejo de Estado así: 



 
“Es una forma de ilegalidad indirecta, supone que los móviles del Acto Administrativo no corresponden con los 
fines de la ley, lo cual se traduce en la utilización de una facultad legal o reglamentaria, con un propósito 
diferente al fin para el cual se confirió la facultad.  Esta facultad de correspondencia o concordancia entre el 
móvil del acto y los fines legales puede obedecer a actitud intencionada de la persona a través de la cual se 
expresa el órgano o circunstancia  de fuerza o violencia ejercitadas contra esa misma persona y determinante 
de su voluntad” (Anales del Consejo, Tomo LX, num 329 – 334, pag 127 sent de 16 de julio de 1943). 
 



5. PRUEBAS 



 
Solicito a los Honorables Magistrados se tengan, decreten y practiquen las siguientes: 



 



5.1  DOCUMENTALES QUE SE ANEXAN 
 



El poder a mí conferido. 
 



Copia autenticadas de los siguientes documentos: 



1. Acuerdo No. 003 de fecha 01 de marzo de 1991. 
2. Certificado de vigencia expedido por el Secretario General del Concejo Municipal de Tunja. 



3. Resolución No. 1620 de fecha 22 de agosto de 2006. 



4. Resolución No. 2069 de fecha 04 de octubre de 2002. 
5. Derecho de petición presentado al Dr. Fernando Flórez Espinoza, el día 02 de mayo de 2012. 



6. Acto administrativo de fecha 22 de mayo de 2012, expedido por la Secretaria Administrativa del Municipio 
de Tunja. 



7. Certificación en tres folios expedida por la Secretaria Administrativa del Municipio de Tunja. 
 



Con los anteriores documentos pretendo probar la vinculación laboral de mi poderdante con el MUNICIPIO DE 



TUNJA, el pago que recibió por concepto de un quinquenio cuando cumplió los cinco años de servicio a favor 



del Municipio de Tunja y el pago de dos quinquenios al cumplir diez años de servicio a favor del Municipio de 



Tunja  y que el acuerdo 003 de fecha 01 de marzo de 1991 se encuentra vigente a la fecha 



 
6. CUANTÍA: ESTIMACIÓN RAZONADA  



 



De conformidad con la liquidación adjunta al presente libelo, la cuantía de la ACCIÓN la estimo en suma 
superior a $4.026.747, por las siguientes razones: 



 
Salario mensual devengado en el año 2011………………………………………….$1.342.249. 



 (Acuerdo No. 003 de marzo de 1991) Tres meses de salario x 15 años de servicio, entonces: 



 



$1.342.249 x 3………………………………………………………………………………..$4.026.747 



 



Sin perjuicio de que se llegue a indemnizar los perjuicios generados por la nulidad del acto viciado, ya que lo 
anterior es solo para razonar la cuantía.       
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7. JURISDICCIÓN, COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO APLICABLE: 



 
 



El Juez Administrativo del Circuito de Tunja, es competente para conocer de este negocio en primera instancia,  
por el domicilio de las partes, la naturaleza del acto  y el lugar donde se originó el acto  mismo y la cuantía de 



las pretensiones,  conforme lo establece el Artículo 134B del C.C.A., adicionado por el Art. 42  de la Ley 446 de 
1998 y ART. 155 de la ley 1437 de 2011. 



 



8. CADUCIDAD: 
 



El acto administrativo demandado es de fecha 22 de Mayo de 2012, el cual fue notificado a mi poderdante el 
día 22 de mayo de 2012, por consiguiente esta es la fecha que debe tenerse en cuenta para efectos de 



caducidad, y dado a que este término se interrumpió con la presentación de la solicitud de conciliación y dado 



que los despachos judiciales se encuentran en paro judicial desde el día 17 de octubre de 2012, la presente 
demanda se presenta el primer día hábil en el que retoman labores los juzgados administrativos de Tunja, por 



lo que la presente acción se presenta dentro del término legal. 
 



9. ANEXOS: 
 



Acompaño los Documentos enunciados en el acápite de pruebas, así como sendas copias de la presente 



demanda y sus anexos correspondientes, con destino a los traslados de ley y al archivo de este Honorable 
Despacho, así: 



 
A) Seis Copias de la Demanda y sus anexos para el Traslado al Municipio de Tunja y a la Agencia Nacional 



de Defensa Jurídica del Estado. 



 
B) CD que contiene la demanda en formato PDF para las respectivas Notificaciones. 



 
10.  NOTIFICACIONES: 



 



10.1 La parte demandante las recibirá en la en la Calle 10 No. 10-15 de la Ciudad de Tunja. 
 



10.2 El Municipio de Tunja a través de su Representante legal Dr. FERNANDO FLOREZ ESPINOZA en el Marco 



de la Plaza de Bolívar de la ciudad de Tunja. Correo Electrónico: administrativa@tunja_boyaca.gov.co 
 



10.3  la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, las recibirá en la Calle 70 No. 4-60 Bogotá D.C. 
Correo Electrónico: conciliaextrajudicial@defensajurídica.gov.co 



 
10.4 Al señor Procurador Judicial de la Corporación,  en su Despacho Oficial en la ciudad de Tunja, 



ampliamente conocido por su Despacho. 



 
10.5 La suscrita las recibiré en la Secretaría de ese Honorable Tribunal o en la carrera 9 No. 20-99 oficinas 303 



Centro Profesional y Comercial la Casona del Hidalgo de la Ciudad de Tunja.  
 



 



Honorable Juez, con toda atención. 
 



 
 



 



SANDRA PATRICIA GONZALEZ GUERRERO 
C.C 40.048.649 de Tunja 



T.P No. 116440 del C.S. de la J. 
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